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Pachuca de Soto, Estado de Hidalgo, 16 dieciséis de junio de 2011 

dos mil once. 

 

V I S T O S, para resolver en definitiva los autos del Juicio para 

la Protección de los Derechos-Político Electorales del Ciudadano, 

identificado con el número TEH-JDC-005/2011 y su acumulado TEH-

JDC-007/2011, integrado con motivo de los escritos presentados por 

MARTIN CAMARGO HERNÁNDEZ, en su calidad de ciudadano y 

militante del Partido de la Revolución Democrática, en contra del 

Acuerdo y Dictámenes aprobados en la Cuarta Sesión Extraordinaria 

del Instituto Estatal Electoral el 30 de mayo de 2011, concernientes al 

municipio de Actopan. 

 

R E S U L T A N D O S :  

 

1. A las dieciséis horas con veinticuatro minutos del día cuatro de 

junio de dos mil once, se recepcionó en la Oficialía de Partes de este 

Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo, escrito presentado por 

MARTIN CAMARGO HERNÁNDEZ impugnando los Dictámenes y 

Acuerdos aprobados por los Consejeros Electorales del Instituto Estatal 

Electoral el 30 de mayo del año en curso, en donde se aprobó el registro 

de las 329 planillas que contenderán en la elección de Ayuntamientos el 

próximo 3 de julio, por los Partidos Revolucionario Institucional, 

Nueva Alianza, Convergencia y Coalición “HIDALGO NOS UNE”; los 

JUICIO PARA LA PROTECCIÓN 
DE LOS DERECHOS POLÍTICO- 
ELECTORALES DEL 
CIUDADANO. 
 

EXPEDIENTE: TEH-JDC-

005/2011 Y  TEH-JDC-007/2011, 

ACUMULADOS. 

ACTOR: MARTÍN CAMARGO 

HERNÁNDEZ 

PONENTE: RICARDO CÉSAR 

GONZÁLEZ BAÑOS. 



 

2 

dictámenes de topes de gastos de campaña para la elección de 

Ayuntamientos 2011; los gastos erogados por el candidato a presidente 

municipal del Partido Nueva Alianza en Actopan, y los Dictámenes de 

la sesión de 30 de mayo del año en curso por el Consejo Municipal de 

Actopan; así como por la inelegibilidad de los candidatos a presidentes 

municipales, síndicos y regidores de los Partidos Políticos y Coalición 

antes señalados, para el citado municipio. 

 

2. El 13 trece de junio de la presente anualidad, el Magistrado del 

conocimiento, dictó Auto de Radicación en el que se ordenó registrar el 

presente juicio en el Libro de Control de la Secretaría de Acuerdos y se 

ordenó dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 61, de la Ley 

Estatal de Medios de Impugnación en Materia Electoral.  

 

3. Así también, el día 11 once de junio del año en que se actúa, se 

recepcionó en la Oficialía de Partes de este órgano jurisdiccional  el 

segundo escrito presentado por MARTIN CAMARGO HERNÁNDEZ 

impugnando a través del Juicio para la Protección de los Derechos 

Político Electorales, los Dictámenes y Acuerdos aprobados por los 

Consejeros Electorales del Instituto Estatal Electoral el 30 de mayo del 

año en curso, en donde se aprobó el registro de las 329 planillas que 

contenderán en la elección de Ayuntamientos el próximo 3 de julio, por 

los Partidos Revolucionario Institucional, Nueva Alianza, Convergencia 

y Coalición “HIDALGO NOS UNE”,  y en particular la publicación en el 

“Sol de Hidalgo” y en la página de internet del Instituto Estatal 

Electoral. 

 

4. Mediante acuerdo de fecha 14 catorce de junio de 2011 dos mil 

once se radicó y admitió el expediente TEH-JDC-007/2011, 

ordenándose en el mismo auto, la acumulación al expediente TEH-

JDC-005/2011, por ser éste ultimo el más antiguo, en estricto 

cumplimiento a lo previsto por el artículo 22, de la Ley Estatal de 

Medios de Impugnación en Materia Electoral. 

 

5. Habiéndose integrado el expediente, en fecha 15 quince de 

junio del año en curso, se acordó el cierre de instrucción y se ordenó su 
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listado poniéndolo en estado de resolución, la que se dicta en base a los 

siguientes: 

 

C O N S I D E R A N D O  S 

 

I. JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA. El Tribunal Electoral 

del Estado de Hidalgo, es competente para conocer del presente 

asunto, en términos de lo dispuesto por los artículos 24 fracción IV y 

99, inciso C, párrafo III, de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Hidalgo; 104 fracción V, de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial del Estado de Hidalgo; y 1, 2, 3, 7, 8, 9, 10, 11, 13, 14, 20 y 23, 

de la Ley Estatal de Medios de Impugnación en Materia Electoral; toda 

vez que si bien es cierto, la legislación procesal de la materia no 

contempla el procedimiento para tramitar el Juicio para la Protección 

de los Derechos Político-Electorales del Ciudadano, también lo es que 

ha sido criterio sostenido por la Sala Superior del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación y de este Órgano Jurisdiccional, que no 

puede hacerse nugatorio el acceso a la justicia al ciudadano que 

considera violados algunos de sus derechos; por tanto, dicho medio de 

impugnación debe satisfacer los requisitos generales para cualquier 

otro medio de defensa previsto en la ley, y seguir el tramite del recurso 

que mas se le parezca, a fin de garantizar al justiciable el respeto a sus 

prerrogativas políticas; circunstancias que serán analizadas en el 

apartado siguiente. 

 

II. PROCEDENCIA. Previo al análisis de fondo sobre la litis 

planteada, se procede al estudio de las causales de improcedencia que 

en la especie pudieran actualizarse, toda vez que su examen es de 

pronunciamiento previo y de orden público, ya sea que se analicen de 

oficio o a petición de alguna de las partes, atento al criterio de la 

Jurisprudencia cuyo rubro y texto es: 

 
“CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. SU ESTUDIO ES 

PREFERENTE. Previamente al estudio de la controversia planteada, se 

debe analizar las causales de improcedencia que en la especie puedan 

actualizarse, por ser su examen preferente y de orden público de acuerdo 

al artículo 1 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
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Electorales.”  

 

Jurisprudencia emitida por la entonces Sala Central, con clave SC1ELJ 

05/91. 

 

Por ello, al verificar el contenido de las constancias procesales, se 

advierte que el medio de impugnación en estudio, satisface los 

requisitos previstos en los artículos 9, 10 y 11, de la Ley Estatal de 

Medios de Impugnación en Materia Electoral, toda vez que fue 

interpuesto, por el ciudadano legitimado para ello de manera 

individual, dentro del plazo legal establecido, ante la autoridad 

responsable, por triplicado, consta la firma autógrafa del promovente y 

se acompaña un documento del que se deduce la personería del actor 

(asignación de folio para registro 098, foja 101); razón por la que esta 

autoridad estima que el escrito impugnativo satisface los requisitos 

generales de los medios impugnativos previstos en la Ley Adjetiva de la 

materia, concluyendo que en el caso concreto no se actualiza causal de 

improcedencia alguna respecto del recurso en mención; y por ende se 

procede al estudio de los motivos de disenso que estima el recurrente.  

 

 III. ESTUDIO DE LOS AGRAVIOS. En cumplimiento al 

principio de exhaustividad que debe observar el juzgador al analizar 

todos y cada uno de los planteamientos formulados por las partes en 

apoyo a sus pretensiones, este órgano jurisdiccional procederá al 

estudio de todos los argumentos y razonamientos expuestos en los 

agravios o conceptos de violación y, en su caso, de las pruebas 

aportadas, examinándolos en su conjunto, separándolos en distintos 

grupos, o bien uno por uno, en el orden propuesto por el promovente o 

en orden diverso, de los hechos y agravios mencionados en su escrito 

de demanda, en acatamiento a la Jurisprudencia de rubro y texto: 

 

 “EXHAUSTIVIDAD EN LAS RESOLUCIONES. CÓMO SE CUMPLE. 

Este principio impone a los juzgadores, una vez constatada la satisfacción de 

los presupuestos procesales y de las condiciones de la acción, el deber de 

agotar cuidadosamente en la sentencia, todos y cada uno de los 

planteamientos hechos por las partes durante la integración de la litis, en 

apoyo de sus pretensiones; si se trata de una resolución de primera o única 
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instancia se debe hacer pronunciamiento en las consideraciones sobre los 

hechos constitutivos de la causa petendi, y sobre el valor de los medios de 

prueba aportados o allegados legalmente al proceso, como base para 

resolver sobre las pretensiones, y si se trata de un medio impugnativo 

susceptible de abrir nueva instancia o juicio para revisar la resolución de 

primer o siguiente grado, es preciso el análisis de todos los argumentos y 

razonamientos constantes en los agravios o conceptos de violación y, en su 

caso, de las pruebas recibidas o recabadas en ese nuevo proceso 

impugnativo”. 

Jurisprudencia S3ELJ-12/2001, emitida por la Sala Superior, publicada en la 

Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2002, por el 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, a fojas 93 y 94. 

 

Así como en estricta observancia a la diversa: 

 

 “AGRAVIOS, SU EXAMEN EN CONJUNTO O SEPARADO, NO 

CAUSA LESIÓN. El estudio que realiza la autoridad responsable de los 

agravios propuestos, ya sea que los examine en su conjunto, separándolos en 

distintos grupos, o bien uno por uno y en el propio orden de su exposición o 

en orden diverso, no causa afectación jurídica alguna que amerite la 

revocación del fallo impugnado, porque no es la forma como los agravios se 

analizan lo que puede originar una lesión, sino que, lo trascendental, es que 

todos sean estudiados.” 

Jurisprudencia 4/2000, emitida por la Sala Superior del Tribunal Electoral 

del Poder Judicial de la Federación y publicada en la Revista de dicho órgano 

jurisdiccional, Suplemento 4, Año 2001, páginas 5 y 6. 

 

De igual forma, debe precisarse que los argumentos que serán objeto de 

estudio en la presente resolución fueron obtenidos de la lectura 

acuciosa del escrito recursal presentado por el promovente, ya que los 

agravios o conceptos de violación pueden encontrarse en cualquier 

parte del escrito impugnativo, siempre y cuando se formule una 

construcción lógica-jurídica en forma de silogismo o cualquier fórmula 

deductiva o inductiva, donde se exprese de manera clara la causa de 

pedir, la lesión o agravio que le cause el acto o resolución reclamado y 

los hechos que originaron ese agravio. 

 

http://200.23.107.66/siscon/gateway.dll/nJurisprudenciayTesis/nVigentesTercerayCuartaEpoca/compilaci%C3%B3n.htm?f=templates$fn=document-frame.htm$3.0$q=%5Brank%3A%5Bsum%3A%5Bstem%3Aagravios%5D%5Bstem%3Aestudio%5D%5D%5D$uq=$x=server$up=1$nc=2486#04/2000
http://200.23.107.66/siscon/gateway.dll/nJurisprudenciayTesis/nVigentesTercerayCuartaEpoca/compilaci%C3%B3n.htm?f=templates$fn=document-frame.htm$3.0$q=%5Brank%3A%5Bsum%3A%5Bstem%3Aagravios%5D%5Bstem%3Aestudio%5D%5D%5D$uq=$x=server$up=1$nc=2486#04/2000
http://200.23.107.66/siscon/gateway.dll/nJurisprudenciayTesis/nVigentesTercerayCuartaEpoca/compilaci%C3%B3n.htm?f=templates$fn=document-frame.htm$3.0$q=%5Brank%3A%5Bsum%3A%5Bstem%3Aagravios%5D%5Bstem%3Aestudio%5D%5D%5D$uq=$x=server$up=1$nc=2486#04/2000
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Criterio sido sostenido por la Sala Superior del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación, en la Jurisprudencia:  

 

 “AGRAVIOS. PARA TENERLOS POR DEBIDAMENTE 

CONFIGURADOS ES SUFICIENTE CON EXPRESAR LA CAUSA DE 

PEDIR.- En atención a lo previsto en los artículos 2o., párrafo 1, y 23, 

párrafo 3, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 

Materia Electoral, que recogen los principios generales del derecho iura 

novit curia y da mihi factum dabo tibi jus (el juez conoce el derecho y dame 

los hechos y yo te daré el derecho), ya que todos los razonamientos y 

expresiones que con tal proyección o contenido aparezcan en la demanda 

constituyen un principio de agravio, con independencia de su ubicación en 

cierto capítulo o sección de la misma demanda o recurso, así como de su 

presentación, formulación o construcción lógica, ya sea como silogismo o 

mediante cualquier fórmula deductiva o inductiva, puesto que el juicio de 

revisión constitucional electoral no es un procedimiento formulario o 

solemne, ya que basta que el actor exprese con claridad la causa de pedir, 

precisando la lesión o agravio que le causa el acto o resolución impugnado y 

los motivos que originaron ese agravio, para que, con base en los preceptos 

jurídicos aplicables al asunto sometido a su decisión, la Sala Superior se 

ocupe de su estudio.” 

Tesis S3ELJ 03/2000, publicada en la Compilación Oficial de Jurisprudencia 

y Tesis Relevantes 1997-2005, páginas 21 y 22. 

 

Ahora bien, de la lectura integral del escrito que contiene el medio de 

impugnación, se advierte que el promovente hace valer el Juicio para la 

Protección de los Derechos Político-Electorales del Ciudadano en 

contra del Acuerdo y Dictámenes aprobados en la Cuarta Sesión 

Extraordinaria del Instituto Estatal Electoral; por ello la litis en el 

presente expediente se constriñe a determinar, sí el acuerdo y 

dictámenes combatidos de fecha 30 de mayo de 2011, fueron emitidos 

en apego al principio de legalidad o si éstos vulneran alguno de los 

derechos políticos-electorales del ciudadano MARTÍN CAMARGO 

HERNÁNDEZ. 

 

Previo al estudio de fondo de los agravios planteados por el recurrente, 

se debe precisar que el Juicio para la Protección de los Derechos 

Político-Electorales del Ciudadano, esta previsto en el artículo 99 
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fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en relación con el 24 fracción IV y 99 inciso C) fracción III, 

de la Constitución Política del Estado de Hidalgo, sin que exista en la 

ley adjetiva de la materia la reglamentación para su tramite; sin 

embargo no debe ser impedimento para negar el acceso a la justicia 

efectiva al ciudadano que estima violación a alguno de sus derechos de 

tal especie; por ello se tomaran en cuenta los requisitos de procedencia 

previstos en el artículo 10 de la Ley Estatal de Medios de Impugnación 

en Materia Electoral, como son: interpuestos por triplicado y ante la 

autoridad responsable del acto impugnado; constar el nombre del 

actor; acompañar el documento para acreditar su personería; indicar el 

medio de impugnación; identificar el acto o resolución impugnados; 

mencionar los hechos en que se basa la impugnación y los agravios que 

le causa el acto y los preceptos legales violados; ofrecer y aportar las 

pruebas en los plazos previstos por la ley y la firma autógrafa del 

promovente; además que el promovente sea un ciudadano mexicano y 

además hidalguense; que promueve por sí mismo y de manera 

individual; y que haga valer presuntas violaciones a sus derechos de 

votar y ser votado en elecciones populares, de asociarse individual y 

libremente y de esta misma forma afiliarse a partidos políticos; 

requisitos que han sido establecidos en la Jurisprudencia 2/2000 

emitida por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial 

de la Federación, de rubro y texto: 

 

“JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICO-

ELECTORALES DE CIUDADANO. REQUISITOS PARA SU 

PROCEDENCIA.- Los requisitos para la procedencia del juicio para la 

protección de los derechos político-electorales del ciudadano están previstos 

en el artículo 79 (y no en el 80) de la Ley General del Sistema de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral, pues del contenido del primero se obtiene 

que para la procedencia, se requiere la concurrencia de los elementos 

siguientes: a) que el promovente sea un ciudadano mexicano; b) que este 

ciudadano promueva por sí mismo y en forma individual; y c) que haga valer 

presuntas violaciones a cualquiera de los siguientes derechos políticos: de 

votar y ser votado en las elecciones populares, de asociarse individual y 

libremente para tomar parte en forma pacífica en los asuntos políticos y de 

afiliarse libre e individualmente a los partidos políticos. Los primeros dos 

elementos no requieren mayor explicación. Respecto al último cabe destacar 
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que, de conformidad con el texto del precepto en comento, para tenerlo por 

satisfecho, es suficiente con que en la demanda se aduzca que con el acto o 

resolución combatido se cometieron violaciones a alguno o varios de los 

derechos políticos mencionados, en perjuicio del promovente, 

independientemente de que en el fallo que se llegue a emitir se puedan 

estimar fundadas o infundadas tales alegaciones; es decir, el elemento en 

comento es de carácter formal, y tiene como objeto determinar la 

procedencia procesal del juicio, en atención a que la única materia de que se 

puede ocupar el juzgador en él consiste en dilucidar si los actos combatidos 

conculcan o no los derechos políticos mencionados, y si el promovente no 

estimara que se infringen ese tipo de prerrogativas, la demanda carecería de 

objeto en esta vía. En tanto que de la interpretación gramatical del vocablo 

"cuando", contenido en el apartado 1 del artículo 80 de la Ley General del 

Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, se aprecia que está 

empleado como adverbio de tiempo y con el significado de "en el tiempo, en el 

punto, en la ocasión en que", pues en todos los incisos que siguen a esta 

expresión se hace referencia, a que el juicio queda en condiciones de ser 

promovido, al momento o tiempo en que hayan ocurrido los hechos que se 

precisan en cada hipótesis, como son la no obtención oportuna del documento 

exigido por la ley electoral para ejercer el voto, después de haber cumplido 

con los requisitos y trámites correspondientes; el hecho de no aparecer 

incluido en la lista nominal de electores de la sección correspondiente a su 

domicilio, luego de haber obtenido oportunamente el documento a que se 

refiere el inciso anterior; una vez que se considere indebidamente excluido de 

la lista nominal de electores de la sección correspondiente a su domicilio; al 

momento en que estime que se violó su derecho político-electoral de ser 

votado, con la negación de su registro como candidato a un cargo de elección 

popular, propuesto por un partido político; al conocer la negativa de registro 

como partido político o agrupación política, de la asociación a la que se 

hubiera integrado el ciudadano para tomar parte en forma pacífica en 

asuntos políticos, conforme a las leyes aplicables, si consideran indebida tal 

negación; y al tiempo en que, al conocer un acto o resolución de la autoridad, 

el ciudadano piensa que es violatorio de cualquiera otro de los derechos 

político-electorales no comprendidos en los incisos precedentes, pero sí en el 

artículo anterior. Consecuentemente, para considerar procedente este juicio 

es suficiente que la demanda satisfaga los requisitos del artículo 79 citado, 

aunque no encuadre en ninguno de los supuestos específicos contemplados en 

el artículo 80.” 

 

Jurisprudencia 2/2000, publicada en la revista Justicia Electoral de dicha 

autoridad, Suplemento 4, año 2001, páginas 17 y 18. 
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En este sentido, conviene señalar que el Juicio para la Protección de los 

Derechos Político-Electorales, desde la perspectiva de FLAVIO 

GALVÁN RIVERA, en su obra “Derecho Procesal Electoral Mexicano”, 

a fojas 455, “es la vía legalmente prevista, en favor exclusivo de los 

ciudadanos para impugnar procesalmente la constitucionalidad, 

legalidad y validez de un acto o resolución de la autoridad electoral, 

que viole el derecho ciudadano de voto activo o pasivo, de asociación 

individual y libre para participar pacíficamente en asuntos políticos o 

de afiliación libre e individual a los partidos políticos…”; prerrogativas 

que se encuentran previstas en los preceptos 22 y 25 de el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobada por la 

Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas el 16 de 

diciembre de 1966, en relación con el artículo 35 fracciones I, II y III, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y también 

establecidos en el numeral 17 fracciones I, II y III, de la Constitución 

Política del Estado de Hidalgo. 

 

Acotado lo anterior, se menciona que el justiciable hace valer diversos 

agravios que se encuentra en diversas partes de su escrito recursal que 

consta a fojas 7 a 35 del expediente en que se actúa, empero que esta 

autoridad no se encuentra obligada a transcribir, en virtud de que su 

transcripción no irroga perjuicio al recurrente, puesto que con ello no 

se vulneran los principios de exhaustividad y congruencia que deben 

cumplir las resoluciones que emita la autoridad jurisdiccional, siempre 

y cuando se precisen los puntos controvertidos derivados de la 

demanda, se estudien y se les dé respuesta de acuerdo a los principios 

de constitucionalidad y legalidad; criterio que ha sido sostenido por 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 

Jurisprudencia por Contradicción de Tesis 058/2010: 

 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR 

CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD 

EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU 

TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las 

sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del 

amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación 

para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los 
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agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad 

en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los 

puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito 

de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar 

vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o 

constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, 

sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, 

no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente 

arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características 

especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de 

exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o 

inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.” 

 

Jurisprudencia 58/2010, Materia Común, Novena Época, publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXXI, de 12 de mayo de 

2010, página 830, y número de registro IUS 164618. 

 

Por ende, el justiciable MARTÍN CAMARGO HERNÁNDEZ, en lo 

medular aduce que se transgreden sus derechos político-electorales con 

los actos señalados en su escrito recursal emitidos por las autoridades 

administrativas electorales de la entidad, que de manera sucinta 

consisten en: 

 

1). Que no hay definitividad en la aprobación de candidatos de Partido 

de la Revolución Democrática porque existen 4 quejas promovidas por 

el actor ante la Comisión Nacional de Garantías de dicho instituto 

político que no se han  resuelto; por tanto la Coalición “HIDALGO NOS 

UNE” es ilegal; 

 

2). Que se sustituyen las fórmulas de candidatos a Regidores, ya que al 

Partido Acción Nacional le correspondían las posiciones 5 y 7, y en el 

registro aparecen en los lugares 4 y 5; por tanto no se cumple con 

lineamientos de convenio de Coalición; 

 

3). Que los candidatos a Primer Regidor, propietario y suplente, son 

inelegibles porque desempeñan cargos en el Partido de la Revolución 
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Democrática, a los cuales no renunciaron con la debida anticipación 

(Federico Campoy Velázquez y Rafael Campoy Hernández); 

 

4). Que la convocatoria para la elección de candidatas o candidatos a 

presidente municipal, sindico y regidores por el Partido de la 

Revolución Democrática de 23 de febrero de 2011, no fue emitida con 

apego a la normatividad interna de su instituto político; 

 

5). Que la elección de candidatos por parte de su instituto político se da 

por fórmulas y no por planillas, en contravención a la convocatoria del 

Instituto Estatal Electoral; 

 

6). Que se establecen diferentes formas de selección de candidatos, de 

manera individual o combinadas por cada municipio por parte de las 

autoridades del Partido de la Revolución Democrática; 

 

7). Que el Consejo Estatal del Partido de la Revolución Democrática se 

reserva la designación de candidatos a Presidente, Sindico y Regidores; 

en contravención a las normas estatutarias del citado instituto político; 

 

8). Que en el municipio de Actopan no hay Consejo Municipal del 

Partido de la Revolución Democrática, por tanto, no son aplicables los 

métodos de selección señalados (encuestas), en contravención al 

artículo 275, de los estatutos del Partido de la Revolución Democrática; 

 

9). Que el C. Víctor Pérez Gutiérrez (candidato a Presidente Municipal) 

es inelegible porque no presenta su pago de cuotas al Partido de la 

Revolución Democrática, su credencial de elector, su proyecto de 

trabajo y su constancia de residencia, por tanto se incumple el acuerdo 

número ACU-CNE-010/2011; 

 

10). Que el C. Ricardo Barrera Martínez (no aparece como candidato), 

no firma su documentación para su registro, por tanto es inelegible; 

 

11). Que el registro de todas las planillas en el municipio de Actopan 

son extemporáneas, ya que se registraron fuera del plazo previsto por el 
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artículo 172, de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo, por tanto son 

inelegibles todos los candidatos; 

 

12). Que el Secretario General del Instituto Estatal Electoral de manera 

ilegal amplía el plazo para registro de planillas para el municipio de 

Actopan, mediante una certificación que no está prevista en la 

legislación de la materia, en contravención a los artículos 172, 174 

fracción II y 177 párrafo segundo, de la Ley Electoral del Estado de 

Hidalgo; 

 

13). Que el Presidente del Consejo Municipal de Actopan de manera 

ilegal declara recesos de las sesiones, sin aprobación de los demás 

integrantes, en contravención a los artículo 149 y 150 de la Ley 

Electoral; 

 

14). Que se crea una Comisión Estatal de Candidaturas sin fundamento 

estatutario ni disposiciones legales que regulen su funcionamiento;  

 

15). Que no se suspende el proceso interno de selección de candidatos 

al interior del Partido de la Revolución Democrática, aún cuando existe 

convenio de Coalición con el Partido Acción Nacional, violando con ello 

el artículo 311 (sic) de la Ley Estatal Electoral de Hidalgo;  

 

16). Que los candidatos registrados por el Partido Revolucionario 

Institucional, Partido Nueva Alianza y Partido Convergencia, en el 

municipio de Actopan, son inelegibles porque no acreditan su 

residencia, su modo honesto de vivir, ocupan cargos partidistas sin 

haber renunciado, y su lugar de nacimiento y residencia no son de 

dicho municipio; y, 

 

17). Que se aprueban los gastos de campaña al candidato del Partido 

Nueva Alianza, Sergio Hernández Hernández, ante la notable 

inconsistencia en su reporte, violando lo previsto en los artículos 39 

fracción III y 168 de la Ley Electoral del Estado de Hidalgo.  
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Ahora bien, para un adecuado análisis de los agravios esgrimidos por el 

impetrante, éstos se analizarán agrupándolos en relación al acto que 

tilda de irregular, para lo cual se inserta el cuadro siguiente: 

 

AGRAVIO SE CALIFICA 

A). RELACIONADOS CON LA DEFINITIVIDAD DE LAS ETAPAS 
ELECTORALES 

 
1). Que no hay definitividad en la 
aprobación de candidatos de Partido de 
la Revolución Democrática porque 
existen 4 quejas promovidas por el actor 
ante la Comisión Nacional de Garantías 
de dicho instituto político que no se han  
resuelto; por tanto la Coalición 
“HIDALGO NOS UNE” es ilegal. 
 
9). Que el C. Víctor Pérez Gutiérrez 
(candidato a Presidente Municipal) es 
inelegible porque no presenta su pago 
de cuotas al Partido de la Revolución 
Democrática, su credencial de elector, 
su proyecto de trabajo y su constancia 
de residencia, por tanto se incumple el 
acuerdo número ACU-CNE-010/2011. 
 

INATENDIBLES 

Porque los actos reclamados por el actor 
no han adquirido el carácter de 
irreparables y menos aún se han 
agotado los medios de defensa 
intrapartidarios previos a la 
intervención de la autoridad 
jurisdiccional para restituir al 
recurrente en el goce de sus derechos 
político-electorales presuntamente 
violados por parte de la autoridad 
administrativa electoral. 

B). RELACIONADOS CON ACTOS DESPLEGADOS POR OTROS 
PARTIDOS 

 
11). Que el registro de todas las planillas 
en el municipio de Actopan son 
extemporáneas, ya que se registraron 
fuera del plazo previsto por el artículo 
172, de la Ley Electoral del Estado de 
Hidalgo, por tanto son inelegibles todos 
los candidatos. 
 
16). Que los candidatos registrados por 
el Partido Revolucionario Institucional, 
Partido Nueva Alianza y Partido 
Convergencia, en el municipio de 
Actopan, son inelegibles porque no 
acreditan su residencia, su modo 
honesto de vivir, ocupan cargos 
partidistas sin haber renunciado, y su 
lugar de nacimiento y residencia no son 
de dicho municipio. 
 
17). Que se aprueban los gastos de 
campaña al candidato del Partido 
Nueva Alianza, Sergio Hernández 
Hernández, ante la notable 
inconsistencia en su reporte, violando lo 
previsto en los artículos 39 fracción III y 
168 de la Ley Electoral del Estado de 
Hidalgo. 

 
INATENDIBLES 

 
Debido a que dicha facultad de 
impugnación le corresponde a los 
partidos políticos como entidades de 
interés público, por tanto al tratarse de 
un Juicio para la Protección de los 
Derechos Político-Electorales del 
Ciudadano, es evidente que el actor no 
tiene la legitimación procesal para hacer 
valer presuntas irregularidades, además 
que en nada perjudica a los derechos del 
recurrente MARTÍN CAMARGO 
HERNÁNDEZ. 
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C). ANALIZADOS EN DIVERSO RECURSO 

 
4). Que la convocatoria para la elección 
de candidatas o candidatos a presidente 
municipal, sindico y regidores por el 
Partido de la Revolución Democrática 
de 23 de febrero de 2011, no fue emitida 
con apego a la normatividad interna de 
su instituto político. 
 
5). Que la elección de candidatos por 
parte de su instituto político se da por 
formulas y no por planillas, en 
contravención a la convocatoria del 
Instituto Estatal Electoral. 
 
6). Que se establecen diferentes formas 
de selección de candidatos, de manera 
individual o combinadas por cada 
municipio por parte de las autoridades 
del Partido de la Revolución 
Democrática. 
 
7). Que el Consejo Estatal del Partido de 
la Revolución Democrática se reserva la 
designación de candidatos a Presidente, 
Sindico y Regidores; en contravención a 
las normas estatutarias del citado 
instituto político. 
 
8). Que en el municipio de Actopan no 
hay Consejo Municipal del Parrido de la 
Revolución Democrática, por tanto, no 
son aplicables los métodos de selección 
señalados (encuestas), en contravención 
al artículo 275, de los estatutos del 
Partido de la Revolución Democrática. 
 
14). Que se crea una Comisión Estatal 
de Candidaturas sin fundamento 
estatutario ni disposiciones legales que 
regulen su funcionamiento. 
 
15). Que no se suspende el proceso 
interno de selección de candidatos al 
interior del Partido de la Revolución 
Democrática, aún cuando existe 
convenio de Coalición con el Partido 
Acción Nacional, violando con ello el 
artículo 311 de la Ley Estatal Electoral 
de Hidalgo. 
 

 
INATENDIBLES 

 

Porque los actos impugnados se refieren 
a la integración y registro del convenio 
de Coalición que celebraron el Partido 
Acción Nacional y el Partido de la 
Revolución Democrática, que en 
primera instancia fue aprobado por los 
órganos de dirección de dichos partidos 
y posteriormente por el Consejo General 
del Instituto Estatal Electoral de 
Hidalgo, lo cual fue objeto de estudio en 
el expediente TEH-JDC-002/2011. 

 
En el citada resolución se abordaron, 
estudiaron y resolvieron los puntos 
controvertidos que ahora hace valer 
nuevamente el promovente; por ende, el 
convenio registrado por la coalición 
“HIDALGO NOS UNE” no puede ser 
objeto de análisis nuevamente, cuando 
en recurso diverso se dijo al recurrente 
que fue apegado a las normas 
estatutarias del Partido de la 
Revolución Democrática, a la legislación 
sustantiva y procesal de la materia; 
determinación que no fue recurrida por 
el actor dentro del plazo legal que la ley 
adjetiva prevé para hacer valer alguna 
inconformidad. 

 

D). RELACIONADOS CON ACTOS DE AUTORIDADES 
ADMINISTRATIVAS ELECTORALES 

 
12). Que el Secretario General del 
Instituto Estatal Electoral de manera 
ilegal amplía el plazo para registro de 

 
INFUNDADOS 

 
En virtud de que del agravio numero 12 
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planillas para el municipio de Actopan, 
mediante una certificación que no está 
prevista en la legislación de la materia, 
en contravención a los artículos 172, 174 
fracción II y 177 párrafo segundo de la 
Ley Electoral del Estado de Hidalgo; 
 
13). Que el Presidente del Consejo 
Municipal de Actopan de manera ilegal 
declara recesos de las sesiones, sin 
aprobación de los demás integrantes, en 
contravención a los artículo 149 y 150 
de la Ley Electoral. 
 

se advierte que la solicitud de registro 
fue presentada ante dicha autoridad el 
27 de mayo de 2011; es por ello que al 
recurrente no le asiste la razón. 

 

Por lo que hace al agravio numero 13 se 
deriva que los hechos aducidos no 
pueden calificarse como contradictorios 
a los preceptos legales invocados, 
aunado a que en nada le reparan 
perjuicio a sus derechos político-
electorales. 

E). RELATIVO A ERROR MECANOGRÁFICO 

 
10). Que el C. Ricardo Barrera Martínez 
(no aparece como candidato), no firma 
su documentación para su registro, por 

tanto es inelegible. 
 

 
INFUNDADO 

 
Dicha irregularidad constituye un error 
mecanográfico al momento de capturar 
los nombres por parte de la autoridad 
electoral administrativa, sin que afecte 
el procedimiento de selección de 
candidatos por parte del Partido de la 
Revolución Democrática y mucho 
menos su registro como candidato 
suplente a Presidente Municipal del 
Ayuntamiento de Actopan, Hidalgo. 
 

F). OBJETO DE ESTUDIO DE FONDO 

 
2). Que se sustituyen las formulas de 
candidatos a Regidores, ya que al 
Partido Acción Nacional le 
correspondían las posiciones 5 y 7, y en 
el registro aparecen en los lugares 4 y 5; 
por tanto no se cumple con 
lineamientos de convenio de Coalición. 

 
 

3). Que los candidatos a Primer 
Regidor, propietario y suplente, son 
inelegibles porque desempeñan cargos 
en el Partido de la Revolución 
Democrática, a los cuales no 
renunciaron con la debida anticipación 
(Federico Campoy Velázquez y Rafael 
Campoy Hernández). 

 
INFUNDADOS 

 
Por lo que hace al agravio 2 y de 
acuerdo a lo convenido por los Partidos 
Acción Nacional y de la Revolución 
Democrática en su acuerdo de 
voluntades, en el que estipularon que 
para el cargo de Regidores Propietarios 
y Suplentes en las posiciones 5 y 7 
correspondían al Partido Acción 
Nacional, siendo errónea la apreciación 
del recurrente. 

 

 En cuanto al agravio señalado por el 
punto número 3 no se encuentran 
impedidos para ser registrados como 
candidatos a Primer Regidor 
Propietario y Suplente, 
respectivamente, en la planilla para la 
elección de Ayuntamiento del municipio 
de Actopan, Hidalgo por la Coalición 
“HIDALGO NOS UNE”, toda vez que el 
articulo 128 de la Constitución Política 
del Estado de Hidalgo no exige tal 
requisito.  
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Ahora bien, de acuerdo a la ilustración anterior se hará un estudio 

profundo de cada grupo señalado que engloba los agravios expresados 

por el perpetrante, lo cual se advertirá en líneas subsecuentes: 

   

A.- AGRAVIOS RELACIONADOS CON LA DEFINITIVIDAD 

DE LAS ETAPAS ELECTORALES.- En primer término se 

abordaran los marcados con los números 1) y 9), que a consideración 

de quien resuelve, resultan INATENDIBLES, por las consideraciones 

siguientes: 

 

Medularmente el impetrante, manifestó que la Comisión Nacional de 

Garantías del Partido de la Revolución Democrática, no le ha resuelto 

cuatro quejas presentadas por el actor identificadas con los números 

QE/HGO/043/2011, QE/HGO/050/2011, QE/HGO/058/2011 y 

QE/HGO/120/2011, en donde hace valer violaciones a la normatividad 

internar del partido al que pertenece y disposiciones constitucionales y 

legales de la materia, y que por tanto el registro de sus candidatos es 

ilegal porque no hay definitividad en dicha etapa procesal 

intrapartidista; y exclusivamente para acreditarlo exhibe cuatro 

escritos originales de 20 de mayo de 2011, suscritos por el ahora actor y 

dirigidos a la Comisión Nacional de Garantías del citado partido, en 

donde solicita que en los expedientes indicados en líneas anteriores se 

emita resolución que en derecho proceda a la brevedad posible;  

documentos que son valorados en términos de lo dispuesto por los 

artículo 15 fracción II y 19 fracción II, de la Ley Estatal de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral; a lo cual debe decirse que la 

percepción del recurrente es válida; sin embargo, esta autoridad se 

encuentra impedida para analizar los agravios que hace valer, puesto 

que sus efectos perniciosos contra los derechos político-electorales del 

actor se encuentran sub judice a lo que determine la autoridad 

competente del Partido de la Revolución Democrática, en la resolución 

que al efecto emita. 

 

Sin que sea óbice a lo anterior, la Sala Superior del Tribunal Electoral 

del Poder Judicial de la Federación en la Jurisprudencia 9/2001, de 

rubro: “DEFINITIVIDAD Y FIRMEZA. SI EL AGOTAMIENTO DE LOS 
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MEDIOS IMPUGNATIVOS ORDINARIOS IMPLICAN LA MERA O 

EXTINCIÒN DE LA PRETENSIÒN DEL ACTOR, DEBE TERNERSE 

POR CUMPLIDO EL REQUISITO”, ha establecido que cuando el 

agotamiento previo de los medios de impugnación, se traduzca en una 

amenaza seria para los derechos sustanciales que son objeto de litigio, 

porque los tramites de que consten y el tiempo necesario para llevarlos 

a cabo puedan implicar una merma considerable o hasta la extinción 

del contenido de las pretensiones o sus efectos o consecuencias, ante lo 

cual resulta valido tener por cumplido el principio de definitividad, y 

por consiguiente conocer del asunto bajo la vía “per saltum”. 

 

No obstante ello, no debe perderse de vista la reparabilidad de la 

violación reclamada, es decir, que los efectos de la sentencia permitan 

devolver las cosas al estado que guardaban antes de que ocurrieran, y 

con ello, hacer factible la restitución al afectado de su derecho violado. 

 

De esta manera, en materia electoral se ha estimado que el principio de 

definitividad implica la posibilidad de retrotraer los efectos de una 

sentencia a hechos acaecidos  a una etapa distinta del proceso electoral. 

Conforme a lo anterior, regularmente los militantes de los partidos 

políticos no deben omitir el agotamiento de las instancias internas para 

solucionar los conflictos intrapartidistas, por lo que, en términos 

generales, siempre están obligados a impugnar todo acto o resolución 

interna del partido en el cual  militan ante los órganos internos 

previstos en sus estatutos. 

 

Así, la experiencia en materia electoral, muestra que los conflictos 

internos de los partidos políticos regularmente están relacionados con 

la selección de sus candidatos a puestos de elección popular, tomando 

en cuenta que el tiempo transcurrido para el necesario agotamiento de 

las instancias intrapartidistas coincida con el vencimiento del plazo 

legalmente establecido para que los partidos políticos soliciten a las 

autoridades administrativas electorales el registro de candidatos; lo 

cual puede generar que el plazo para su registro transcurra y que el 

partido político solicite el registro de una determinada persona como 

candidato, no obstante que la selección interna de tal persona haya sido 
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impugnada ante los órganos internos del partido y la resolución se 

encuentre pendiente de ser dictada, es decir, esta “sub judice” a la 

decisión intrapartidaria y judicial inapelable, lo que trae como 

consecuencia que la candidatura registrada por el partido político aún 

no es definitiva, pues en torno a la misma esta pendiente de ser 

resuelta la impugnación intrapartidista, o bien el medio de 

impugnación promovido ante el órgano jurisdiccional; por lo que el 

registro de un candidato por un determinado instituto político no 

adquiere la suficiente firmeza cuando su candidatura fue controvertida 

ante los órganos internos; ante lo cual es factible la reparación del acto 

impugnado, hasta en tanto no se inicie la siguiente etapa del proceso 

electoral. 

 

El criterio anterior se encuentra sustentado por la Sala Superior del 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en la Tesis 

XL/99, de rubro y texto: 

 

“PROCESO ELECTORAL. SUPUESTO EN QUE EL PRINCIPIO DE 

 DEFINITIVIDAD DE CADA UNA DE SUS ETAPAS PROPICIA LA 

 IRREPARABILIDAD DE LAS PRETENDIDAS VIOLACIONES 

 COMETIDAS EN UNA ETAPA ANTERIOR (Legislación de 

 Tamaulipas y similares).—Atendiendo a lo dispuesto en los artículos 

 41, segundo párrafo, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados 

 Unidos Mexicanos, que en lo conducente dispone: Para garantizar los 

 principios de constitucionalidad y legalidad de los actos y resoluciones 

 electorales, se establecerá un sistema de medios de impugnación en los 

 términos que señalen esta Constitución y la ley. Dicho sistema dará 

 definitividad a las distintas etapas de los procesos electorales ... y, 20, 

 segundo párrafo, fracción III, de la Constitución Política del Estado de 

 Tamaulipas, que en la parte correlativa, y en lo que interesa, señala: La 

Ley establecerá un sistema de medios de impugnación para 

 garantizar ... que todos los actos y resoluciones electorales se 

 sujeten invariablemente al principio de legalidad ... tomando en 

 cuenta el principio de definitividad de las etapas de los procesos 

 electorales ..., se concluye que las resoluciones y los actos 

 emitidos y llevados a cabo por las autoridades electorales 

 correspondientes, en relación con el desarrollo de un proceso 

 electoral, adquieren definitividad a la conclusión de cada una de 

 las etapas en que dichos actos se emiten, lo cual se prevé con la 

http://200.23.107.66/siscon/gateway.dll/nJurTes/Compilaci%C3%B3n%203%C2%B0%20y%204%C2%B0%20%C3%A9poca/compilaci%C3%B3n?f=templates$fn=document-frame.htm$3.0$q=$uq=$x=$up=1#S3EL_040/99
http://200.23.107.66/siscon/gateway.dll/nJurTes/Compilaci%C3%B3n%203%C2%B0%20y%204%C2%B0%20%C3%A9poca/compilaci%C3%B3n?f=templates$fn=document-frame.htm$3.0$q=$uq=$x=$up=1#S3EL_040/99
http://200.23.107.66/siscon/gateway.dll/nJurTes/Compilaci%C3%B3n%203%C2%B0%20y%204%C2%B0%20%C3%A9poca/compilaci%C3%B3n?f=templates$fn=document-frame.htm$3.0$q=$uq=$x=$up=1#S3EL_040/99
http://200.23.107.66/siscon/gateway.dll/nJurTes/Compilaci%C3%B3n%203%C2%B0%20y%204%C2%B0%20%C3%A9poca/compilaci%C3%B3n?f=templates$fn=document-frame.htm$3.0$q=$uq=$x=$up=1#S3EL_040/99
http://200.23.107.66/siscon/gateway.dll/nJurTes/Compilaci%C3%B3n%203%C2%B0%20y%204%C2%B0%20%C3%A9poca/compilaci%C3%B3n?f=templates$fn=document-frame.htm$3.0$q=$uq=$x=$up=1#S3EL_040/99
http://200.23.107.66/siscon/gateway.dll/nJurTes/Compilaci%C3%B3n%203%C2%B0%20y%204%C2%B0%20%C3%A9poca/compilaci%C3%B3n?f=templates$fn=document-frame.htm$3.0$q=$uq=$x=$up=1#S3EL_040/99
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 finalidad esencial de otorgarle certeza al desarrollo de los comicios, así 

 como seguridad jurídica a los participantes en los mismos. En ese sentido, 

 el acuerdo por el cual se amplía el plazo para el registro de los 

 representantes de los partidos políticos ante las mesas directivas de casilla 

 y de sus representantes generales que pueden actuar ante las mismas por 

 la ausencia de aquellos, forma parte de la etapa de preparación de la 

 elección y, toda vez que ésta concluye al inicio de la jornada electoral, con 

 base en el principio de definitividad de las etapas electorales 

 constitucionalmente previsto, resulta material y jurídicamente imposible 

 en la etapa de resultados electorales reparar la violación que, en su caso, se 

 hubiere cometido a través del referido acuerdo de ampliación de los 

 correspondientes registros, en virtud de que no puede revocarse o 

 modificarse una situación jurídica correspondiente a una etapa anterior ya 

 concluida, como es el caso de la preparación de la elección, toda vez que lo 

 contrario implicaría afectar el bien jurídico protegido consistente en la 

 certeza en el desarrollo de los comicios y la seguridad jurídica a los 

 participantes en los mismos, ya que, al concluir la etapa de preparación de 

 la elección, los actos y resoluciones ocurridos durante la misma que hayan 

 surtido plenos efectos y no se hayan revocado o modificado dentro de la 

 propia etapa, deberán tenerse por definitivos y firmes con el objeto de que 

 los partidos políticos, ciudadanos y autoridades electorales se conduzcan 

 conforme a ellos durante las etapas posteriores, adquiriendo por tales 

 razones el carácter de irreparables a través del juicio de revisión 

 constitucional electoral, en términos del artículo 86, párrafo 1, inciso d), de 

 la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 

 Electoral.”  

 

Tesis Relevante XL/99, publicada en la Revista Justicia Electoral. Revista 

del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Suplemento 3, 

Año 2000, páginas 64 y 65. 

 

En conclusión, los actos reclamados por el actor no han adquirido el 

carácter de irreparables y menos aún se han agotado los medios de 

defensa intrapartidarios previos a la intervención de la autoridad 

jurisdiccional para restituir al recurrente en el goce de sus derechos 

político-electorales presuntamente violados por parte de la autoridad 

administrativa electoral; para corroborar lo anterior, se cita la 

Jurisprudencia 5/2005: 
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“MEDIO DE IMPUGNACIÓN INTRAPARTIDARIO. DEBE 

AGOTARSE ANTES DE ACUDIR A LA  INSTANCIA 

JURISDICCIONAL, AUN CUANDO EL PLAZO PARA SU 

RESOLUCIÓN NO ESTE PREVISTO EN LA REGLAMENTACIÓN 

DEL PARTIDO POLÍTICO.- En estricto acatamiento al principio de 

definitividad y de conformidad con lo prescrito en el artículo 80, párrafo 

segundo, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 

Materia Electoral, los militantes de los partidos políticos, antes de 

promover el juicio para la protección de los derechos político-electorales 

del ciudadano, tienen la carga de agotar los medios de impugnación 

intrapartidarios, independientemente de que no se prevea en norma 

interna alguna del partido político un plazo para resolver la controversia 

correspondiente pues, debe entenderse, que el tiempo para resolver debe 

ser acorde con las fechas en que se realicen los distintos actos en cada una 

de las etapas de los procesos internos de selección de candidatos, siempre y 

cuando cumplan la función de ser aptos para modificar, revocar o nulificar 

los actos y resoluciones contra los que se hagan valer. Por lo que no se 

justifica acudir per saltum a la jurisdicción electoral, si el conflicto puede 

tener solución en el ámbito interno del partido político de que se trate.”  

 

Publicada en la Compilación  de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-

2005, del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, páginas 

172 y 173. 

 

B).- AGRAVIOS CONCERNIENTES A ACTOS DESPLEGADOS 

POR OTROS PARTIDOS POLÍTICOS.- Respecto de los agravios 

identificados con los números 11), 16) y 17), esta autoridad estima que 

son INATENDIBLES, por las razones que se exponen enseguida: 

 

En tales motivos de disenso, el actor se duele de actos desplegados por 

los Partidos Revolucionario Institucional, Nueva Alianza y 

Convergencia, que violan los preceptos 39 fracción III, 168 y 172, de la 

Ley Electoral del Estado de Hidalgo. 

 

La Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación ha establecido en la Jurisprudencia 31/2010, de rubro 

“CONVENIO DE COALICIÓN. NO PUEDE SER IMPUGNADO POR 

UN PARTIDO POLÍTICO DIVERSO, POR VIOLACIONES A LAS 

NORMAS INTERNAS DE UNO DE LOS COALIGADOS”, que los actos 
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desplegados por ciertos partidos políticos no pueden ser impugnados 

por otros institutos políticos, siempre y cuando se aduzcan violaciones 

a la normatividad interna de los que participan en el acto contractual 

celebrado; empero también la máxima autoridad en la materia, en la 

sesión celebrada el 19 de abril de 2011, aprobó la tesis XIII/2011, que se 

cita enseguida: 

 

“CONVENIO DE COALICIÓN. PUEDE SER IMPUGNADO 

POR UN PARTIDO POLÍTICO DISTINTO A LOS 

SIGNANTES CUANDO SE ADUZCA INCUMPLIMIENTO 

DE REQUISITOS LEGALES PARA SU REGISTRO.- La Sala 

Superior ha establecido la jurisprudencia 31/2010 de rubro: CONVENIO 

DE COALICIÓN. NO PUEDE SER IMPUGNADO POR UN PARTIDO 

POLÍTICO DIVERSO, POR VIOLACIÓN A LAS NORMAS INTERNAS DE 

UNO DE LOS COALIGADOS, conforme a la cual un convenio de coalición 

no puede ser controvertido por un partido político distinto a los signantes, 

cuando la inconformidad se sustenta en violación a disposiciones 

estatutarias. Sin embargo, tal limitación en forma alguna puede regir 

cuando se aduzca transgresión a los requisitos legales que debe cumplir la 

coalición para su registro, en cuyo caso, cualquier partido político cuenta 

con interés jurídico para impugnar ese acto de autoridad, dado que tiene la 

calidad de entidad de interés público.”  

 

La Sala Superior en sesión pública celebrada el diecinueve de abril de dos 

mil once, aprobó por unanimidad de cinco votos la tesis 

XIII/2011, pendiente de publicación. 

 

Dicho criterio resulta aplicable por identidad de razón, puesto que el 

recurrente argumenta que los partidos políticos que contenderán en la 

elección del Ayuntamiento del municipio de Actopan, Hidalgo, el 3 de 

julio del año en curso, transgreden diversos artículos de la Ley 

Electoral del Estado de Hidalgo; sin embargo, la tesis enunciada es 

clara al reservar dicha facultad de impugnación a los partidos políticos 

como entidades de interés público, por tanto al tratarse de un Juicio 

para la Protección de los Derechos Político-Electorales del Ciudadano, 

es evidente que el actor no tiene la legitimación procesal para hacer 

valer las presuntas irregularidades, además que en nada perjudica a los 
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derechos político electorales, del ciudadano MARTÍN CAMARGO 

HERNÁNDEZ. 

 

C).- AGRAVIOS ANALIZADOS EN DIVERSO RECURSO.- Por 

lo que se refiere a los agravios marcados con los incisos 4), 5), 6), 7), 8), 

14) y 15), resultan también INATENDIBLES, porque los actos 

impugnados se refieren a la integración y registro del convenio de 

Coalición que celebraron el Partido Acción Nacional y el Partido de la 

Revolución Democrática, que en primera instancia fue aprobado por 

los órganos de dirección de dichos partidos y posteriormente por el 

Consejo General del Instituto Estatal Electoral de Hidalgo.  

 

Lo anterior se afirma, toda vez que el 19 de febrero de 2011, el Consejo 

Nacional del Partido de la Revolución Democrática, aprobó el acuerdo 

para establecer convenio de coalición electoral para la elección de 

Ayuntamientos 2011 en el Estado de Hidalgo, entre los que se 

encuentra el municipio de Actopan; posteriormente el treinta y uno de 

marzo del año en curso, el Consejo General del Instituto Estatal 

Electoral, aprobó el registro de la coalición que se denomina 

“HIDALGO NOS UNE”; luego en contra de éste último acto de la 

autoridad administrativa, el hoy actor interpuso  recurso de apelación 

(4 de abril de 2011), mismo que fue resuelto por este órgano 

jurisdiccional como Juicio para la Protección de los Derechos Político-

Electorales del Ciudadano, en el expediente TEH-JDC-002/2011 el 15 

de abril de la presente anualidad. 

 

En el citada resolución se abordaron, estudiaron y resolvieron los 

puntos controvertidos que ahora hace valer nuevamente el 

promovente, es decir, presuntas violaciones a los Estatutos del Partido 

de la Revolución Democrática, los cuales, a la luz de la normatividad 

interna del citado instituto político se determinó que no existió 

violación a tales disposiciones; por ende, el convenio registrado por la 

coalición “HIDALGO NOS UNE” no puede ser objeto de análisis 

nuevamente, cuando en recurso diverso se dijo al recurrente que fue 

apegado a las normas estatutarias del Partido de la Revolución 

Democrática, a la legislación sustantiva y procesal de la materia; 
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determinación que no fue recurrida por el actor dentro del plazo legal 

que la ley adjetiva prevé para hacer valer alguna inconformidad. 

 

D).- AGRAVIOS EN RELACIÓN A ACTOS DE AUTORIDADES 

ADMINISTRATIVAS ELECTORALES.- Tocante a los motivos de 

disenso marcados con los incisos 12) y 13), el actor afirma que la 

actuación de los funcionarios electorales del Consejo General del 

Instituto Estatal Electoral y del Consejo Municipal en Actopan, 

particularmente el Secretario General y Presidente respectivamente, 

actuaron, el primero en contravención a lo dispuesto por los artículos 

172, 174 fracción II y 177 párrafo segundo, y el segundo contrario a lo 

establecido en los numerales 149 y 150, todos de la Ley Electoral del 

Estado de Hidalgo, beneficiando con ello a todos los candidatos de 

todos los partidos políticos y coalición que participaran en el municipio 

de Actopan; los cuales a criterio de este H. Tribunal, son 

INFUNDADOS en lo concerniente a la Coalición “HIDALGO NOS 

UNE”, puesto que de los restantes institutos políticos son 

INATENDIBLES en razón de lo expuesto en el apartado B) de esta 

resolución, en virtud de los argumentos que enseguida se exponen: 

 

En primer termino, las irregularidades que aduce cometidas por el 

Secretario General del Instituto Estatal Electoral, versan acerca de que 

el registro de las planillas aconteció de manera extemporánea, puesto 

que las solicitudes de registro de las planillas que participaran en el 

proceso de elección de Ayuntamiento del municipio de Actopan, se 

presentaron después de la fecha limite para ello, es decir, que se 

presentaron después del 27 de mayo de 2011, validando tal 

circunstancia mediante una ilegal certificación secretarial que amplia el 

plazo para la inscripción de la planilla respectiva dentro del termino 

previsto por la Ley Electoral del Estado de Hidalgo. 

 

En este sentido, el artículo 172, de la Ley Sustantiva de la Materia, 

establece: 

 

“Artículo 172.- El plazo para la presentación de las solicitudes de registro 

de candidatos a Diputados por los principios de mayoría relativa y de 
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representación proporcional, así como de Gobernador del Estado, correrá 

del quincuagésimo noveno al quincuagésimo séptimo día anterior al de la 

celebración de la jornada electoral. El de registro de planillas para 

Ayuntamientos será del trigésimo noveno al trigésimo séptimo día anterior 

al de la jornada electoral. Los órganos electorales darán amplia difusión a 

la apertura del periodo de registro.” 

 

Por su parte el numeral 174 fracción II, del citado cuerpo de leyes 

prevé:  

 

“Artículo 174.- Los candidatos, formulas y planillas, deberán de 

registrarse ante los siguientes órganos: 

 I.- … 

II.- Las formulas de Diputados y las planillas de Ayuntamientos ante los 

Consejos Distritales y Municipales, respectivamente. En su defecto podrán 

realizarse los registros ante el Consejo General del Instituto Estatal 

Electoral…”  

 

Y finalmente el precepto 177 párrafo segundo, del indicado 

ordenamiento legal, contempla: 

 

 “Artículo 177.- … 

 

Si de la verificación realizada se advierte que se omitió el cumplimiento de 

uno o varios requisitos, se notificará de inmediato al partido político 

correspondiente para que dentro de las 48 horas siguientes subsane el o los 

requisitos omitidos o sustituya la candidatura, siempre y cuando pueda 

realizarse dentro del plazo que señala el Artículo 172 de esta Ley.” 

 

Al realizar el análisis de la documental pública consistente en el 

acuerdo emitido por el Consejo General del Instituto Estatal Electoral 

en Hidalgo, en el que se aprueba el registro de la planilla por la 

Coalición “HIDALGO NOS UNE”, con plenos efectos probatorios en 

términos de lo previsto por los artículos 15 fracción I inciso b) y 19 

fracción I, de la Ley Estatal de Medios de Impugnación en Materia 

Electoral, se advierte que la solicitud de registro fue presentada ante 

dicha autoridad el 27 de mayo de 2011, tal como consta en los diversos 

documentos que fueron exhibidos como anexos a la solicitud 

presentada por el Representante Propietario de la citada Coalición; por 
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lo que al realizar el cotejo de lo aducido por el recurrente con la 

documental antes mencionada, se obtiene que no le asiste la razón al 

justiciable MARTÍN CAMARGO HERNÁNDEZ, de ahí lo INFUNDADO 

de su agravio. 

 

Por lo que se refiere a los actos desplegados por el Presidente del 

Consejo Municipal de Actopan, al decretar según refiere el promovente, 

de manera unilateral y arbitraria recesos en las sesiones de 18, 22 y 23 

de febrero de 2011 sin la autorización y consentimiento de los consejero 

presentes, y en violación a los artículos 149 y 150, de la Ley Electoral 

del Estado de Hidalgo. 

 

A este respecto, debe señalarse que los numerales invocados guardan 

relación con los actos intrapartidarios de selección de candidatos, lo 

que deberán informar los partidos políticos ante el Consejo General del 

Instituto Estatal Electoral, anexando los acuerdos o lineamientos a que 

estarán sujetos sus precandidatos; así como las fechas en que los 

institutos políticos podrán realizar actos de precampaña para la 

selección de sus candidatos, y la duración de las mismas. 

 

En razón de lo anterior, el agravio formulado por el actor, no guarda 

relación con el fundamento legal invocado, puesto que los hechos 

aducidos no pueden calificarse como contradictorios a los preceptos 

legales invocados, aunado a que en nada le reparan perjuicio a sus 

derechos político-electorales; motivo por el cual su agravio resulta 

INFUNDADO; empero supliendo la deficiencia de sus agravios, en 

términos de lo previsto por el artículo 24, de la Ley Estatal de Medios 

de Impugnación en Materia Electoral, debe dejarse en claro que las 

facultades de los Consejeros Presidentes de los Órganos 

Administrativos Electorales, se encuentran previstas en el articulo 50 

fracción II, del Reglamento Interior del Instituto Estatal Electoral, 

entre las que destaca el decretar los recesos necesarios durante sus 

sesiones. 

 

E).- AGRAVIO RELATIVO A ERROR MECANOGRÁFICO.- 

Ubicamos dentro de este apartado al disenso marcado con el número 
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10), toda vez que el actor afirma que el ciudadano RICARDO 

BARRERA MARTÍNEZ omite firmar la documentación requerida para 

su inscripción como precandidato a Presidente Municipal Suplente del 

municipio de Actopan; razón por la que resulta inelegible; y en relación 

con el mismo cargo de elección popular aduce que RICARDO MAGAÑA 

MORALES, no fue sometido a proceso interno de selección de 

candidatos por partido alguno; argumento que a criterio de quien 

resuelve se considera INFUNDADO.  

 

A esta afirmación, debe indicarse que del análisis de la solicitud de 

registro de planillas presentada por la Coalición “HIDALGO NOS 

UNE”, aparece el nombre de RICARDO BARRERA MARTÍNEZ para el 

cargo de Presidente Suplente para el municipio de Actopan, que 

cotejada con la documental pública consistente en el Acuerdo de 30 de 

mayo de 2011 emitido por el Consejo General del Instituto Estatal 

Electoral, en el que se aprueba el registro de la planilla de la Coalición 

“HIDALGO NOS UNE”, con pleno valor probatorio en términos de los 

previsto por el artículo 15 fracción I inciso b), en relación con el 19 

fracción I, de la Ley Estatal de Medios de Impugnación en Materia 

Electoral, se observa que para el cargo de Suplente de Presidente 

Municipal aparece el nombre de RICARDO MAGAÑA MORALES, que 

es el nombre correcto del candidato, lo cual se corrobora con el 

expediente y sus anexos en el que se sustenta el otorgamiento del 

citado registro, donde se encuentran documentos a nombre de 

RICARDO MAGAÑA MORALES, tales como Credencial para Votar con 

Fotografía, Constancia de Residencia, Acta de Nacimiento, Carta 

Compromiso con el Partido de la Revolución Democrática, Carta 

Compromiso de Pago de Cuotas Ordinarias y Extraordinarias con el 

citado partido y Formato de Aceptación de la Candidatura; documentos 

certificados por el Secretario Técnico de la Comisión Estatal de 

Candidaturas del Partido de la Revolución Democrática, el 5 de mayo 

de 2011, con plenos efectos probatorios de conformidad con lo previsto 

por los artículos 15 fracción I inciso d), correlacionado con el diverso 19 

fracción I, de la Ley Estatal de Medios de Impugnación en Materia 

Electoral; concluyendo que dicha irregularidad constituye un error 

mecanográfico al momento de capturar los nombres por parte de la 
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coalición “HIDALGO NOS UNE”, sin que afecte el procedimiento de 

selección de candidatos por parte del Partido de la Revolución 

Democrática y mucho menos su registro como candidato suplente a 

Presidente Municipal del Ayuntamiento de Actopan, Hidalgo. 

 

F).- AGRAVIOS OBJETO DE ESTUDIO DE FONDO.- En este 

rubro se estudian los agravios identificados con los números 2) y 3), 

que a juzgar por quien resuelve son INFUNDADOS, por las 

consideraciones que se vierten enseguida: 

 

Referente a la sustitución de candidatos por parte de los Partidos que 

integran la Coalición “HIDALGO NOS UNE”, en las fórmulas de 

Regidores Propietarios y Suplentes en las posiciones 5 y 7 para el 

municipio de Actopan, es menester traer a colación lo convenido por 

los Partidos Acción Nacional y de la Revolución Democrática en su 

acuerdo de voluntades, lo solicitado para registro de la planilla por el 

Representante de dicha coalición y finalmente lo aprobado por el 

Consejo General del Instituto Estatal Electoral. 

 

Por consiguiente, enseguida se analizara el contenido del Convenio de 

Coalición Parcial Electoral entre el Partido Acción Nacional y de la 

Revolución Democrática para la Elección de Ayuntamientos del Estado 

Libre y Soberano de Hidalgo, de 25 de marzo de 2011; y del Acuerdo de 

30 de mayo del año en curso, emitido por el Instituto Estatal Electoral 

en donde aprueba la solicitud de registro de planillas por la Coalición 

“HIDALGO NOS UNE”, entre ellas la de Actopan; documentales 

públicas con plenos efectos probatorios, de conformidad con lo previsto 

por los artículos 15 fracción I inciso b) y 19 fracción I, de la Ley Estatal 

de Medios de Impugnación en Materia Electoral; correlacionadas con 

el escrito de 27 de mayo de la presente anualidad, suscrito por 

RICARDO GÓMEZ MORENO, en su calidad de Representante 

Propietario de la coalición mencionada y dirigido al Consejo General 

del Instituto Estatal Electoral, mediante el que solicita el registro de la 

planilla de candidatos a Presidente, Síndico y Regidores del Municipio 

de Actopan, Hidalgo; éste último medio de prueba valorado en 

términos de los estipulado por los numerales 15 fracción II y 19 
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fracción II, de la Ley Adjetiva de la Materia; para lo cual es idóneo 

insertar el siguiente cuadro: 

 

CARGO 

CONVENIO DE 
COALICIÓN 

(ORIGEN 
PARTIDARIO) 

SOLICITUD DE 
REGISTRO 

APROBADO POR 
EL CONSEJO 

GENERAL DEL 
IEE 

Presidente Propietario PRD Víctor Pérez 
Gutiérrez (PRD) 

Coincide 

Presidente Suplente PRD Ricardo Barrera 
Martínez (PRD) 

Ricardo Magaña 
Morales 

Síndico Propietario PRD Enrique Espinoza 
Mejía (PRD) 

Coincide 

Síndico Suplente PRD Luís Gachuz 
Hernández (PDR) 

Coincide 

Primer Regidor 
Propietario 

PRD Federico Campoy 
Velázquez (PRD) 

Coincide 

Primero Regidor 
Suplente 

PRD Rafael Campoy 
Hernández (PRD) 

Coincide 

Segundo Regidor 
Propietario 

PRD Norma Velázquez De 
Rosas (PRD) 

Coincide 

Segundo Regidor 
Suplente 

PRD Rosa Romero Tapia 
(PRD) 

Coincide 

Tercer Regidor 
Propietario 

PRD León Villaverde 
Ramírez (PRD) 

Coincide 

Tercer Regidor 
Suplente 

PRD Manuel Nava López 
(PRD) 

Coincide 

Cuarto Regidor 
Propietario 

PRD Leonardo Ángeles 
Villeda (PRD) 

Coincide 

Cuarto Regidor 
Suplente PRD 

JUAN CARLOS 
TORRES BARRERA 
(PRD) 

Coincide 

Quinto Regidor 
Propietario 

PAN Hermenegildo 
Ángeles Pérez (PAN) 

Coincide 

Quinto Regidor 
Suplente 

PAN María de los Ángeles 
Torres Barrera (PAN) 

Coincide 

Sexto Regidor 
Propietario PRD 

Iván Iztac Tonalli 
Martínez Olvera 
(PRD) 

Coincide 

Sexto Regidor 
Suplente 

PRD Rodrigo Morgado 
Hernández (PRD) 

Coincide 

Séptimo Regidor 
Propietario PAN 

Beatriz Adriana 
Hernández Jiménez 
(PAN) 

Coincide 

Séptimo Regidor 
Suplente 

PAN Armando Cortés 
Castañón (PAN) 

Coincide 

Octavo Regidor 
Propietario 

PRD Reina Hilario 
Hernández (PRD) 

Coincide 

Octavo Regidor 
Suplente 

PRD Jorge Ángeles Fausto 
(PRD) 

Coincide 

Noveno Regidor 
Propietario 

PRD Lesdy Yanet Calva 
Vargas (PRD) 

Coincide 

Noveno Regidor 
Suplente PRD 

Ma. Guadalupe 
Hernández Valencia 
(PRD) 

Coincide 

 

Como puede apreciarse en la tabla anterior, los candidatos a Regidores 

Propietarios y Suplentes en las posiciones 5 y 7,  de acuerdo al convenio 

de coalición parcial electoral, le corresponderían al Partido Acción 

Nacional, circunstancia que fue respetada por el Representante 

Propietario de dicha coalición al momento de solicitar el registro de su 

planilla del municipio de Actopan, Hidalgo, ante el Instituto Estatal 

Electoral, y éste último lo aprobó en el mismo sentido; hecho que se 
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encuentra corroborado con los documentos que cada uno de los 

candidatos exhibe para cumplir con los requisitos para su registro, tales 

como el formato de curriculum vitae, solicitud de aspirante a 

precandidato y aceptación de candidatura, de las cuales se advierte que 

su afiliación es al Partido Acción Nacional; motivo por el cual esta 

autoridad estima que no le asiste la razón al recurrente MARTÍN 

CAMARGO HERNÁNDEZ, por las razones antes expresadas. 

 

Por cuanto hace al agravio consistente en la inelegibilidad de los 

candidatos a Primer Regidor Propietario y Suplente para el municipio 

de Actopan, Hidalgo, los ciudadanos FEDERICO CAMPOY 

VELÁZQUEZ y RAFAEL CAMPOY HERNÁNDEZ, respectivamente, 

porque desempeñan cargos dentro del Partido de la Revolución 

Democrática, el primero como integrante del Comité Colegiado y el 

segundo como Enlace de Afiliación dentro del citado partido, del cual 

no se separaron con la debida anticipación; este órgano jurisdiccional 

estima INFUNDADO dicho motivo de disenso, por lo que a 

continuación se expone: 

 

El articulo 128, de la Constitución Política del Estado de Hidalgo, 

precisa los requisitos a satisfacer para ser candidato a miembro del 

Ayuntamiento, a saber: 

 

“Artículo 128.- Para ser miembro del Ayuntamiento se requiere: 

 

I.- Ser hidalguense en pleno goce de sus derechos; 

II.- Ser vecino del municipio correspondiente, con residencia no menor de 

dos años inmediatamente anteriores al día de la elección;  

III.- Tener, al menos 21 años de edad en el caso del Presidente y de los 

Síndicos y de 18 años de edad en el caso de los Regidores, al día de la 

elección;  

IV.- Tener modo honesto de vivir; 

V.- No desempeñar cargo o comisión del Gobierno Federal, Estatal o 

Municipal, en la circunscripción del municipio, a menos que se separen de 

aquéllos cuando menos con sesenta días naturales de anticipación al día de 

la elección, a excepción de los docentes; 

VI.- No ser ministro de culto religioso alguno, ni pertenecer al estado 

eclesiástico; 
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VII.- Saber leer y escribir y 

VIII.- En el caso de los Consejeros Electorales, el Subprocurador de Asuntos 

Electorales, los integrantes de la Junta Estatal Ejecutiva del Instituto 

Estatal Electoral y los Magistrados del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial del Estado, deberán separarse de su cargo un año antes del inicio 

del proceso electoral de  que se trate.” 

 

En correlación con el precepto anterior, el numeral 8 fracción III, de la 

Ley Electoral del Estado de Hidalgo, establece: 

 

 “Artículo 8.- Son elegibles para ocupar los cargos de: 

 

 I.- … 

 II.- … 

III.- Elección popular de los Ayuntamientos, los ciudadanos que reúnan los 

requisitos establecidos en el artículo 128 de la Constitución Política del 

Estado.”  

  

También resulta idóneo aplicar, a contrario sensu lo previsto en los 

artículos 125, de la Constitución Política de la entidad, y 9 fracción III, 

de la Ley  Electoral del Estado de Hidalgo, que señalan: 

 

“Artículo 125.- Los presidentes municipales, síndicos y regidores de los 

ayuntamientos, electos popularmente por elección directa, no podrán ser 

reelectos para el periodo inmediato. 

 

Las personas que por elección indirecta, o por nombramiento o 

designación de alguna autoridad desempeñen las funciones propias de esos 

cargos, cualquiera que sea la denominación que se les dé, no podrán ser 

electas para el periodo inmediato. Todos los funcionarios antes 

mencionados, cuando tengan el carácter de propietarios, no podrán ser 

electos para el periodo inmediato con el carácter de suplentes, pero los que 

tengan el carácter de suplentes sí podrán ser electos para el periodo 

inmediato como propietarios, al menos que hayan estado en ejercicio.” 

 

 “Artículo 9.- Son inelegibles, los candidatos a: 

 

 I.- … 

 II.- … 
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III.- Presidentes Municipales, Regidores y Síndicos de los Ayuntamientos 

que se encuentren en cualquiera de los casos previstos en el artículo 125 de 

la Constitución Política del Estado.” 

 

Ahora bien, el recurrente fundamenta su motivo de agravio únicamente 

en el original de tres documentales privadas denominadas “Acta de 

Apertura y Cierre”, de la Comisión de Afiliación del Partido de la 

Revolución Democrática, de fechas 8 y 13 de octubre de 2010, modulo 

98, en el municipio de Actopan, signadas por RAFAEL CAMPOY 

HERNÁNDEZ y Alberto Camargo Lugo, las cuales son valoradas en 

términos de lo dispuesto por los artículos 15 fracción II, en relación con 

el 19 fracción II, de la Ley Estatal de Medios de Impugnación en 

Materia Electoral; los cuales no son suficiente para satisfacer la 

pretensión del actor, en virtud de que los numerales antes citados son 

claros y precisos en señalar los requisitos para ser miembro del 

Ayuntamiento, así como los casos en que un ciudadano se encuentra 

impedido para desempeñar un cargo de elección popular, en los que no 

se encuentra el ocupar un cargo dentro de algún partido político; por 

tanto los ciudadanos FEDERICO CAMPOY VELÁZQUEZ y RAFAEL 

CAMPOY HERNÁNDEZ no se encuentran impedidos para ser 

registrados como candidatos a Primer Regidor Propietario y Suplente, 

respectivamente, en la planilla para la elección de Ayuntamiento del 

municipio de Actopan, Hidalgo por la Coalición “HIDALGO NOS 

UNE”; aunado a que las pruebas ofrecidas por el justiciable no son 

suficientes para acreditar a plenitud su pretensión, dado que es una 

obligación de la partes el allegar al juzgador todos los medios 

crediticios para corroborar sus afirmaciones, de conformidad con lo 

previsto por el artículo 18, de la Ley Estatal de Medios de Impugnación 

en Materia Electoral, y con lo expresado en la Jurisprudencia 12/2010, 

mutatis mutandi: 

 

“CARGA DE LA PRUEBA. EN EL PROCEDIMIENTO ESPECIAL 

SANCIONADOR CORRESPONDE AL QUEJOSO O 

DENUNCIANTE.-De la interpretación de los artículos 41, base III, 

apartado D, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 

367 a 369 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
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se advierte que, en el procedimiento especial sancionador, mediante el cual 

la autoridad administrativa electoral conoce de las infracciones a la 

obligación de abstenerse de emplear en la propaganda política o electoral 

que se difunda en radio y televisión, expresiones que denigren a las 

instituciones, partidos políticos o calumnien a los ciudadanos, la carga de 

la prueba corresponde al quejoso, ya que es su deber aportarlas desde la 

presentación de la denuncia, así como identificar aquellas que habrán de 

requerirse cuando no haya tenido posibilidad de recabarlas; esto con 

independencia de la facultad investigadora de la autoridad electoral.”  

Publicada en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 3, Número 6, 

2010, páginas 12 y 13. 

Finalmente conviene precisar al justiciable MARTÍN CAMARGO 

HERNÁNDEZ, que en su diverso escrito impugnativo recibido en este 

órgano jurisdiccional el 11 del mes y año corrientes, lo interpone en 

contra de: “… LOS DICTAMENES Y ACUERDOS APROVADOS EN LA 

CUARTA SESION EXTRAORDINARIA DEL DIA 30 DE MAYO DEL 

2011, DE LOS CONSEJEROS ELECTORALES DEL INSTITUTO ESTAL 

ELECTORAL DE HIDALGO EN CUYOS ACUERDOS DE APROBO y en 

particular de la publicación en el sol de Hidalgo en la pagina de internet 

del instituto estatal electoral de Hidalgo, Un total de 329 planillas 

para contender en la elección ordinario de Ayuntamientos 

2011 , Y DENTRO DE ELLAS LAS QUE PARTICIPARAN EN EL 

MUNICIPIO DE ACTOPAN HIDALGO DE LOS PARTIDOS: 

REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, NUEVA ALIANZA, 

CONVERGENCIA Y DE LA COALICION HIDALGO NOS UNE, 

PARA LA ELECCION DE AYUNTAMIENTOS 2011, DE CUYA 

PUBLICACION TUVE CONOCIMIENTO EL DIA 6 DE JUNIO 

DEL 2011, POR LO QUE ME ENCUENTRO EN EL TERMINO 

DE CUATRO DIAS PARA LA PRESENTACION DEL 

PRESENTE JUICIO PARA LA PROTECCION DE LOS 

DERECHOS POLITICO ELECTORALES DEL CIUDADANO…” 

(SIC). 

 

Sin embargo, de la lectura acuciosa de la totalidad del escrito de 

referencia se advierte que el recurrente impugna particularmente la 
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publicación realizada en el Sol de Hidalgo y en la pagina web del 

Instituto Estatal Electoral, del registro de las planillas que participaran 

en la elección de Ayuntamientos el próximo 3 de julio, así como los 

mismos actos que fueron objeto de estudio en la presente resolución, 

argumentando los mismos agravios para aducir que se le transgreden 

sus derechos político-electorales y en su capitulo de pruebas menciona 

las mismas que en el anterior medio impugnativo; razón por la cual, 

este H. Tribunal declara NOTORIAMENTE IMPROCEDENTE su 

petición, al observar que, en esencia, combate los mismos actos 

impugnados e idénticas autoridades electorales, y que según su dicho, 

se enteró hasta el 6 de junio de 2011 mediante la publicación de esos 

actos en un periódico local y en el sitio oficial web de la autoridad 

administrativa electoral. 

 

Su afirmación respecto del conocimiento del acto reclamado se opone a 

las constancias que obran en autos y a lo manifestado por el mismo 

promovente en su primigenio recurso, donde aduce que tuvo 

conocimiento de los idénticos actos reclamados el 31 de mayo del año 

en curso, por lo cual hizo valer el Juicio para la Protección de los 

Derechos-Político Electorales que hoy se resuelve; por tanto, al 

ostentarse como sabedor de los actos impugnados en una fecha cierta, 

es a partir de ésta, cuando deberá computarse el plazo legal para la 

presentación del medio de defensa idóneo, sin que sea viable 

inconformarse en dos ocasiones contra los mismos actos y autoridades, 

aduciendo que se entero del acto por diversos medios y en distintas 

fechas, lo cual constituye un aspecto formal del acto, que consiste en 

hacerlo del conocimiento público a través de los medios de 

comunicación autorizados por la legislación de la materia, empero que 

en nada irroga perjuicio al recurrente, máxime que él mismo afirma 

que tuvo conocimiento de acto al día siguiente de su emisión, y esa data 

debe tomarse indudablemente como base para el cómputo del plazo 

para la promoción del juicio de que se trata, que fue el treinta y uno de 

mayo del presente año, ya que al haber quedado debidamente 

demostrado que el actor tuvo conocimiento del acto con anterioridad a 

dicha publicación, es claro que el plazo para la promoción del juicio 
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correspondiente le corrió del uno al cuatro de junio de dos mil once; 

para corroborar esta afirmación resulta procedente citar la tesis:  

 “ACTO IMPUGNADO. SU CONOCIMIENTO COMO BASE DEL 

PLAZO PARA INTERPONER UN MEDIO DE IMPUGNACIÓN. El 

artículo 8 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 

Materia Electoral, establece que los medios de impugnación previstos en 

ella, deberán presentarse dentro de los cuatro días contados a partir del 

siguiente a aquél en que se tenga conocimiento del acto o resolución 

impugnado, o se hubiese notificado de conformidad con la ley aplicable; de 

esta manera, la recepción documentada de la copia de un fallo 

pronunciado durante la secuela procedimental, actualiza el primero de los 

supuestos contemplados en la norma, por tratarse de un acto suficiente 

para sostener que el interesado ha tenido conocimiento pleno de su 

contenido y, por ende, considerarla como punto de partida para realizar el 

cómputo del plazo, pues le permite conocer, de modo indubitable, la 

totalidad de los fundamentos y motivos que se tuvieron en consideración 

para su pronunciamiento, así como los puntos resolutivos de la misma y, 

consecuentemente, estar en aptitud legal de producir una defensa completa 

y adecuada tendiente a obtener la debida protección de sus derechos, de 

modo que la notificación posterior de dicha resolución, no puede tenerse 

como base para computar el aludido plazo, por haberse actualizado el otro 

supuesto previsto por la ley para ese objeto, con antelación.” 

Tesis VI/99, publicada en la Revista Justicia Electoral. Revista del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, Suplemento 3, Año 2000, 

páginas 25 y 26. 

 

 Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 24 fracción IV 

y 99, inciso C, párrafo III, de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Hidalgo; 104 fracción V, de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial del Estado de Hidalgo; y 1, 2, 3, 7, 8, 9, 10, 11, 13, 14, 20 y 23, 

de la Ley Estatal de Medios de Impugnación en Materia Electoral: 

 

R E S U E L V E  

 

PRIMERO. El Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado 

de Hidalgo, es competente para conocer y resolver el presente medio de 

impugnación.  

http://200.23.107.66/siscon/gateway.dll/nJurisprudenciayTesis/nVigentesTercerayCuartaEpoca/compilaci%C3%B3n.htm?f=templates$fn=document-frame.htm$3.0$q=%5Brank%3A%5Bsum%3A%5Bstem%3Apublicacion%5D%5Bstem%3Aacto%5D%5D%5D$uq=$x=server$up=1$nc=4665#VI/99_#VI/99_
http://200.23.107.66/siscon/gateway.dll/nJurisprudenciayTesis/nVigentesTercerayCuartaEpoca/compilaci%C3%B3n.htm?f=templates$fn=document-frame.htm$3.0$q=%5Brank%3A%5Bsum%3A%5Bstem%3Apublicacion%5D%5Bstem%3Aacto%5D%5D%5D$uq=$x=server$up=1$nc=4665#VI/99_#VI/99_
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SEGUNDO. Ante lo INATENDIBLES de doce de los agravios y 

lo INFUNDADO de los restantes, se CONFIRMAN los Acuerdos y 

Dictámenes aprobados por el Consejo General del Instituto Estatal 

Electoral, en la Cuarta Sesión Extraordinaria de 30 de mayo de 2011, 

donde se aprueba el registro de las planillas para la elección de 

ayuntamientos en el Municipio de Actopan y los topes de Gastos de 

Campaña en términos de lo establecido en el considerando III de la 

presente resolución,  

 

TERCERO.- Notifíquese a MARTÍN CAMARGO HERNÁNDEZ 

en los ESTRADOS que se encuentran en las instalaciones de este 

Tribunal Electoral, toda vez que señalo un domicilio para oír y recibir 

notificaciones fuera de la residencia que ocupa este H. Tribunal, de 

conformidad con el artículo 30, de la Ley Estatal de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral. 

 

CUARTO.- Notifíquese al Consejo General del Instituto Estatal 

Electoral de Hidalgo, en términos de lo dispuesto en el artículo 35, de la 

Ley Estatal de Medios de Impugnación en Materia Electoral; y además, 

hágase del conocimiento público la presente resolución, a través del 

portal Web de este Órgano Colegiado. 

 

Así lo resolvieron y firmaron por Unanimidad de votos los 

Magistrados integrantes del Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo, 

Magistrado Presidente Alejandro Habib Nicolás, Magistrado Ricardo 

Cesar González Baños y Magistrada Martha Concepción Martínez 

Guarneros; siendo ponente el segundo de los mencionados, quienes 

actúan con Secretario General Licenciado Sergio Antonio Priego 

Reséndiz, que autoriza y da fe.  

 

 


